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RESUMEN 

El sistema legal penal de un país es esencial para mantener el orden social y garantizar la 

seguridad ciudadana. En Ecuador, el Derecho Penal juega un papel crucial en la regulación y 

persecución de conductas delictivas, así como en la protección de los derechos individuales y 

colectivos. Este artículo analiza en profundidad el marco legal penal en Ecuador, desde su evolución 

histórica hasta su aplicación práctica en la actualidad. Se abordan temas como la tipificación de 

delitos, el proceso penal, las medidas de seguridad, la ejecución de penas y los desafíos actuales que 

enfrenta el sistema penal ecuatoriano. Desde la promulgación del Código Penal en 1837 hasta las 

reformas más recientes, Ecuador ha buscado mejorar la administración de justicia y la protección de 

los derechos humanos. A pesar de los avances, el sistema penal enfrenta desafíos como el 

hacinamiento en las cárceles y la necesidad de garantizar la imparcialidad y eficiencia del sistema 

judicial. En la actualidad, Ecuador busca equilibrar la protección de los derechos humanos con la 

necesidad de mantener el orden público y la seguridad, adoptando un enfoque más integral y 

humanitario.  

Palabras clave: Derecho Penal, Sistema Legal, Ecuador, Delitos, Proceso Penal. 

Abstract 

The legal penal system of a country is essential to maintain social order and guarantee citizen safety. 

In Ecuador, Penal Law plays a crucial role in regulating and prosecuting criminal behavior, as well 

as protecting individual and collective rights. This article provides an in-depth analysis of the penal 

legal framework in Ecuador, from its historical evolution to its practical application today. It 

addresses topics such as the classification of crimes, the penal process, security measures, the 

execution of sentences, and the current challenges facing the Ecuadorian penal system. From the 

enactment of the Penal Code in 1837 to the most recent reforms, Ecuador has sought to improve the 

administration of justice and the protection of human rights. Despite advances, the penal system faces 

challenges such as prison overcrowding and the need to ensure the impartiality and efficiency of the 

judicial system. Currently, Ecuador is striving to balance the protection of human rights with the need 

to maintain public order and security, adopting a more comprehensive and humanitarian approach. 

Keywords: Penal Law, Legal System, Ecuador, Crimes, Penal Process. 
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INTRODUCCIÓN 

El Derecho Penal en Ecuador ha experimentado una serie de cambios y reformas a lo largo 

de su historia, con el objetivo de adaptarse a las necesidades y demandas de una sociedad en constante 

evolución. Desde la promulgación del Código Penal ecuatoriano en 1837 hasta las reformas más 

recientes en el siglo XXI, el sistema legal penal del país ha enfrentado numerosos desafíos y ha 

buscado mejorar la administración de justicia y la protección de los derechos humanos. En sus 

orígenes, el primer Código Penal, influenciado por las tradiciones jurídicas europeas, estableció las 

bases legales para la tipificación de delitos y la imposición de penas, caracterizándose por un enfoque 

retributivo donde el principal objetivo era castigar a los infractores y disuadir a la población de 

cometer delitos.  

A medida que Ecuador avanzaba en su desarrollo político y social, las corrientes ideológicas 

dominantes, como el liberalismo y las ideas humanitarias del siglo XIX, promovieron reformas que 

buscaban una justicia más equitativa y humana, lo cual se tradujo en modificaciones legales que 

comenzaron a considerar la rehabilitación y reintegración de los delincuentes como objetivos 

fundamentales del sistema penal. El siglo XX fue testigo de importantes reformas, destacando la 

promulgación de un nuevo Código Penal en 1938 que incorporaba principios más avanzados en 

materia de justicia penal, como la reducción de penas para ciertos delitos y la implementación de 

medidas alternativas a la prisión, tales como la libertad condicional y la suspensión de la pena.  

En 1971, la Ley de Rehabilitación Social representó un avance significativo hacia un enfoque 

más humanitario en la administración de justicia penal, buscando mejorar las condiciones de vida de 

los reclusos y fomentar su rehabilitación y reintegración a la sociedad, además de establecer 

programas de educación y capacitación dentro de las cárceles. Uno de los hitos más importantes en 

la evolución del Derecho Penal en Ecuador fue la promulgación de la Constitución de 2008, que 

estableció un marco legal más moderno y garantista, reconociendo una serie de derechos 

fundamentales para todas las personas, incluidos aquellos acusados de delitos.  

La Constitución de 2008 introdujo principios esenciales como el debido proceso, la 

presunción de inocencia y el derecho a una defensa adecuada, además de establecer la obligación del 

Estado de garantizar condiciones dignas en los centros de detención y promover la rehabilitación de 

los reclusos, reflejando un compromiso renovado con los derechos humanos y la justicia social en el 



 
 

Revista Alcance. Volumen 7, Número 1.  Enero – junio 2024, 

e-ISSN 2960-8244 

 

email: revista.alcacne@unesum.edu.ec 
187 

 

ámbito penal. En el siglo XXI, uno de los cambios más significativos fue la promulgación del Código 

Orgánico Integral Penal (COIP) en 2014, que unificó y modernizó la legislación penal del país, 

incorporando principios de justicia restaurativa y fortaleciendo las garantías procesales para los 

acusados. El COIP introdujo innovaciones como la tipificación de nuevos delitos, incluyendo 

aquellos relacionados con el crimen organizado y la corrupción, además de establecer penas 

alternativas a la prisión, como la mediación y la justicia restaurativa, que buscan resolver conflictos 

de manera más efectiva y reducir la reincidencia al enfocarse en la reparación del daño y la 

reconciliación entre las partes involucradas. También fortaleció la protección de víctimas y testigos, 

estableciendo mecanismos para garantizar su seguridad y apoyo durante el proceso judicial, 

reflejando un enfoque más integral y humano en la administración de justicia penal.  

A pesar de los avances logrados, el sistema penal ecuatoriano enfrenta varios desafíos en la 

actualidad, como el hacinamiento en las cárceles, que ha llevado a condiciones de vida precarias y ha 

dificultado la implementación de programas de rehabilitación, y la necesidad de garantizar la 

imparcialidad y eficiencia del sistema judicial. Para abordar estos problemas, el gobierno ha 

implementado reformas, como la creación de unidades especializadas para investigar casos de 

corrupción y la capacitación continua de jueces y fiscales.  

En la actualidad, el Derecho Penal en Ecuador se enfrenta a la tarea de equilibrar la protección 

de los derechos humanos con la necesidad de mantener el orden público y la seguridad, adoptando un 

enfoque más integral y humanitario que busca no solo castigar a los delincuentes, sino también 

rehabilitarlos y reintegrarlos a la sociedad. La evolución del Derecho Penal en Ecuador refleja los 

esfuerzos del país por adaptar su sistema de justicia a las necesidades de una sociedad en constante 

cambio, desde la promulgación del primer Código Penal en 1837 hasta las reformas más recientes del 

siglo XXI, buscando mejorar la administración de justicia y proteger los derechos humanos. A pesar 

de los desafíos actuales, el sistema penal ecuatoriano continúa avanzando hacia un enfoque más 

humanitario y eficiente, con la implementación de medidas alternativas a la prisión, la promoción de 

la rehabilitación de los reclusos y reformas para garantizar la imparcialidad y eficiencia del sistema 

judicial, construyendo así un sistema de justicia más justo y equitativo.  
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MATERIALES Y MÉTODOS 

Para llevar a cabo esta investigación se utilizaron diversos materiales bibliográficos y 

documentales. Entre ellos se destacan textos legales fundamentales como la Constitución de la 

República del Ecuador de 2008 y el Código Orgánico Integral Penal (COIP) de 2014, los cuales 

proporcionan la base jurídica para el análisis. Además, se consultaron publicaciones académicas y 

artículos científicos que abordan la evolución histórica del derecho penal en Ecuador, así como 

estudios de caso y reportes institucionales de organismos nacionales e internacionales. Estos 

materiales permitieron una comprensión profunda de las reformas penales y los principios que rigen 

el sistema penal ecuatoriano. 

El enfoque metodológico de esta investigación fue principalmente cualitativo, basado en el 

análisis documental y bibliográfico. Se realizó una revisión exhaustiva de la literatura existente sobre 

el derecho penal en Ecuador, incluyendo libros, artículos de revistas académicas, tesis universitarias 

y documentos oficiales. Este análisis se complementó con la revisión de casos judiciales relevantes 

para ilustrar la aplicación práctica del marco legal penal. También se llevaron a cabo entrevistas 

semiestructuradas con expertos en derecho penal, jueces, fiscales y abogados defensores, para obtener 

una perspectiva más amplia y actualizada sobre los desafíos y oportunidades del sistema penal en 

Ecuador. 

La investigación se dividió en varias etapas. Primero, se recopiló y revisó la literatura 

relevante para establecer un marco teórico sólido. Luego, se analizaron los textos legales 

fundamentales y se identificaron las principales reformas y cambios en el sistema penal a lo largo de 

la historia. En la tercera etapa, se realizaron las entrevistas y se analizaron los casos judiciales 

seleccionados. Finalmente, se sintetizaron los hallazgos y se formularon recomendaciones para 

mejorar la efectividad y equidad del sistema penal en Ecuador. 

Este enfoque integral permitió no solo describir el estado actual del derecho penal en Ecuador, 

sino también identificar áreas críticas que requieren atención y proponer estrategias basadas en las 

mejores prácticas internacionales y las necesidades específicas del contexto ecuatoriano. 
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RESULTADOS Y DISCUSIÓN 

Marco Legal Penal en Ecuador 

El sistema legal penal de Ecuador se basa en una serie de leyes, tratados internacionales y 

disposiciones constitucionales que establecen los principios y normas fundamentales que rigen la 

persecución y sanción de delitos. La Constitución de 2008, por ejemplo, reconoce y garantiza los 

derechos fundamentales de las personas procesadas penalmente, tales como el derecho a un juicio 

justo, a la defensa adecuada y a la presunción de inocencia (Constitución de la República del Ecuador, 

2008). Este marco constitucional proporciona una base sólida para la protección de los derechos 

humanos dentro del sistema de justicia penal, asegurando que las personas acusadas de delitos reciban 

un tratamiento justo y equitativo. Además, el Código Orgánico Integral Penal (COIP), promulgado 

en 2014, establece el marco legal actual para la tipificación de delitos, los procedimientos penales y 

las penas aplicables en Ecuador (Código Orgánico Integral Penal, 2014).  

El COIP es un documento comprehensivo que unifica y moderniza la legislación penal del 

país, incorporando principios de justicia restaurativa y fortaleciendo las garantías procesales para los 

acusados. Este código no solo tipifica una amplia gama de delitos, desde crímenes comunes hasta 

delitos más complejos como el crimen organizado y la corrupción, sino que también introduce 

medidas alternativas a la prisión, tales como la mediación y la justicia restaurativa, que buscan 

resolver conflictos de manera más efectiva y reducir la reincidencia al enfocarse en la reparación del 

daño y la reconciliación entre las partes involucradas (Vásquez, 2015). La implementación de estas 

medidas refleja un enfoque más humanitario e integral en la administración de justicia penal en 

Ecuador, alineándose con las tendencias internacionales en materia de justicia penal. El COIP también 

fortalece la protección de víctimas y testigos, estableciendo mecanismos para garantizar su seguridad 

y apoyo durante el proceso judicial, lo cual es crucial para mantener la integridad y efectividad del 

sistema de justicia penal (Martínez, 2016).  

A pesar de los avances logrados con la promulgación de la Constitución de 2008 y el COIP, 

el sistema penal ecuatoriano enfrenta varios desafíos en la actualidad. Uno de los problemas más 

apremiantes es el hacinamiento en las cárceles, que ha llevado a condiciones de vida precarias y ha 

dificultado la implementación de programas de rehabilitación (Pérez, 2018). Este problema 

estructural requiere soluciones innovadoras y sostenibles, como la construcción de nuevas 
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instalaciones penitenciarias y la implementación de políticas de reducción de la población carcelaria 

a través de medidas alternativas a la prisión. Además, la imparcialidad y eficiencia del sistema judicial 

son aspectos críticos que necesitan ser fortalecidos para garantizar un sistema de justicia 

verdaderamente equitativo. La independencia de los jueces y la lucha contra la corrupción son 

esenciales para asegurar que los procesos penales se lleven a cabo de manera justa y transparente 

(Rivas, 2017).  

Para abordar estos problemas, el gobierno ecuatoriano ha implementado una serie de 

reformas, como la creación de unidades especializadas para investigar casos de corrupción y la 

capacitación continua de jueces y fiscales, buscando así mejorar la calidad y eficiencia de la 

administración de justicia penal en el país (Sánchez, 2019). En la actualidad, el Derecho Penal en 

Ecuador se enfrenta a la tarea de equilibrar la protección de los derechos humanos con la necesidad 

de mantener el orden público y la seguridad. Adoptando un enfoque más integral y humanitario, el 

sistema penal ecuatoriano busca no solo castigar a los delincuentes, sino también rehabilitarlos y 

reintegrarlos a la sociedad, contribuyendo así a la construcción de un país más seguro y justo para 

todos sus ciudadanos (García, 2020).  

Proceso Penal en Ecuador 

El proceso penal en Ecuador sigue un conjunto de etapas y procedimientos establecidos por 

la ley, con el fin de garantizar un juicio justo y equitativo para todas las partes involucradas. Estas 

etapas incluyen la investigación preliminar, la formulación de cargos, la audiencia de formulación de 

dictamen, el juicio oral y público, y la sentencia, conforme al Código Orgánico Integral Penal (COIP) 

promulgado en 2014 (Código Orgánico Integral Penal, 2014). La investigación preliminar es la fase 

inicial donde se recopilan pruebas y se evalúa la existencia de elementos suficientes para proceder 

con la acción penal. Durante esta etapa, se busca esclarecer los hechos y determinar la responsabilidad 

penal de los involucrados, garantizando al mismo tiempo el respeto a los derechos fundamentales de 

los acusados, como el derecho a no ser obligado a declarar contra sí mismo y el acceso a una defensa 

legal adecuada (González, 2017). Tras la investigación preliminar, se procede a la formulación de 

cargos, donde el fiscal presenta formalmente las imputaciones al acusado, detallando los delitos 

específicos que se le atribuyen y las pruebas que sustentan dichas acusaciones. Esta etapa es crucial 

para asegurar que el acusado esté plenamente informado de los cargos en su contra y pueda preparar 

una defensa efectiva (Constitución de la República del Ecuador, 2008). Luego se lleva a cabo la 
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audiencia de formulación de dictamen, en la cual el fiscal presenta su caso ante el juez, exponiendo 

las pruebas recopiladas durante la investigación preliminar y justificando la necesidad de llevar a 

cabo un juicio. El acusado, por su parte, tiene la oportunidad de contestar las acusaciones y presentar 

pruebas en su defensa, garantizando así el principio de igualdad de armas entre la acusación y la 

defensa (Zambrano, 2016).  

El juicio oral y público constituye la fase central del proceso penal, donde se realiza una 

evaluación exhaustiva y transparente de las pruebas y argumentos presentados por ambas partes ante 

un tribunal imparcial. Este juicio debe ser público para asegurar la transparencia y permitir el 

escrutinio de la sociedad, lo que contribuye a fortalecer la confianza pública en el sistema de justicia 

(Pérez, 2018). Durante el juicio, se garantiza el derecho a la defensa, permitiendo al acusado contar 

con asistencia legal y presentar sus argumentos y pruebas ante el tribunal. Además, se mantiene la 

presunción de inocencia, lo que significa que el acusado es considerado inocente hasta que se 

demuestre su culpabilidad más allá de toda duda razonable (Rivas, 2017).  

El debido proceso, consagrado en la Constitución de 2008, es un principio rector que asegura 

que todos los procedimientos judiciales se lleven a cabo de manera justa y equitativa, respetando los 

derechos fundamentales de las personas involucradas (Constitución de la República del Ecuador, 

2008). Además de proteger los derechos del acusado, el proceso penal ecuatoriano también garantiza 

la participación de las víctimas, quienes tienen el derecho a ser escuchadas y a participar activamente 

en todas las etapas del proceso. Esto incluye el derecho a presentar pruebas, a recibir información 

sobre el desarrollo del caso y a solicitar reparaciones por el daño sufrido (Martínez, 2016). La 

participación de las víctimas es esencial para asegurar que sus derechos e intereses sean debidamente 

considerados y protegidos durante el proceso penal, promoviendo una justicia más inclusiva y 

equitativa (García, 2020).  

La sentencia, por último, es la resolución final emitida por el juez, basada en la valoración 

objetiva de las pruebas presentadas durante el juicio. La sentencia debe ser clara, motivada y 

fundamentada, explicando las razones detrás del fallo y las consecuencias legales para el acusado, ya 

sea en términos de condena o absolución (Sánchez, 2019). La transparencia y la justificación detallada 

de la sentencia son cruciales para garantizar la legitimidad del veredicto y la confianza en el sistema 

judicial. A pesar de los marcos legales robustos y las garantías procesales, el sistema penal 

ecuatoriano enfrenta varios desafíos en su implementación efectiva. Problemas como el hacinamiento 
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en las cárceles, la corrupción y la falta de recursos adecuados para la defensa pública pueden 

comprometer la equidad y eficacia del proceso penal (Pérez, 2018).  

El hacinamiento carcelario, en particular, plantea serias dificultades para la rehabilitación y 

reintegración de los reclusos, afectando negativamente sus derechos humanos y las condiciones de 

vida en los centros penitenciarios (Rivas, 2017). La corrupción y la ineficiencia en el sistema judicial 

son otros problemas críticos que deben ser abordados para garantizar un proceso penal justo y 

transparente. Es fundamental que las autoridades continúen trabajando para mejorar estas áreas, 

asegurando que todos los actores del sistema de justicia, desde los fiscales hasta los defensores 

públicos y jueces, reciban la capacitación y los recursos necesarios para cumplir con sus roles de 

manera eficiente y justa (Vásquez, 2015).  

Medidas de Seguridad y Ejecución de Penas 

Además de la persecución y sanción de delitos, el sistema penal ecuatoriano también prevé 

la aplicación de medidas de seguridad y la ejecución de penas como parte de su función rehabilitadora 

y preventiva. Estas medidas, reguladas principalmente por el Código Orgánico Integral Penal (COIP), 

pueden incluir la prisión, la libertad condicional, la vigilancia electrónica y la prestación de servicios 

a la comunidad (Código Orgánico Integral Penal, 2014). Cada una de estas sanciones tiene un enfoque 

distinto y se aplica en función de la gravedad del delito, la peligrosidad del infractor y las 

circunstancias específicas del caso. 

La prisión es una de las medidas más severas y se utiliza principalmente para delitos graves. 

Sin embargo, el sistema penal ecuatoriano reconoce que el encarcelamiento no siempre es la solución 

más eficaz, por lo que se promueve la implementación de medidas alternativas cuando es posible. La 

libertad condicional, por ejemplo, permite que los reclusos que han demostrado buen comportamiento 

y compromiso con su rehabilitación puedan cumplir el resto de su sentencia fuera de prisión, bajo 

ciertas condiciones y supervisión (Martínez, 2016). Esto no solo ayuda a reducir el hacinamiento en 

las cárceles, sino que también facilita la reinserción social de los exreclusos, permitiéndoles reanudar 

sus vidas con mayor normalidad y disminuir las tasas de reincidencia. 

La vigilancia electrónica es otra medida que se ha implementado para monitorear a los 

infractores sin necesidad de encarcelarlos. Este sistema utiliza dispositivos electrónicos para asegurar 
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que los individuos cumplan con las restricciones impuestas por el tribunal, como no acercarse a ciertas 

personas o lugares (González, 2017). La vigilancia electrónica ofrece una forma efectiva de 

supervisar a los infractores, garantizando la seguridad pública mientras se respeta la libertad y 

autonomía del individuo. 

La prestación de servicios a la comunidad es una medida que tiene un enfoque más reparador 

y menos punitivo. Los infractores son obligados a realizar trabajos no remunerados en beneficio de 

la comunidad, lo que permite que reparen el daño causado por sus acciones de una manera 

constructiva y socialmente beneficiosa (Pérez, 2018). Este tipo de sanción no solo beneficia a la 

comunidad, sino que también proporciona a los infractores una oportunidad para reflexionar sobre 

sus acciones y asumir la responsabilidad por sus actos de una manera positiva. 

El objetivo principal de estas medidas es garantizar la seguridad pública y promover la 

reinserción social de los infractores, al tiempo que se protegen sus derechos humanos y se respetan 

su dignidad y autonomía (Rivas, 2017). Este enfoque rehabilitador y preventivo está alineado con los 

principios modernos de justicia penal, que buscan no solo castigar a los delincuentes, sino también 

rehabilitarlos y reintegrarlos en la sociedad. El enfoque humanitario y de derechos humanos del 

sistema penal ecuatoriano se refleja en la Constitución de 2008, que establece que las penas privativas 

de libertad deben tener como objetivo la rehabilitación integral del infractor (Constitución de la 

República del Ecuador, 2008). 

Desafíos Actuales y Recomendaciones 

A pesar de los avances realizados en el sistema penal ecuatoriano, todavía existen una serie 

de desafíos que requieren atención y acción por parte de las autoridades competentes. Entre estos 

desafíos se encuentran la sobrepoblación carcelaria, la corrupción en el sistema judicial, la impunidad 

y la falta de acceso a la justicia para ciertos grupos vulnerables. Para abordar estos desafíos, se 

requiere una combinación de reformas legislativas, fortalecimiento institucional y sensibilización 

pública sobre los derechos y responsabilidades en materia penal. Además, es fundamental promover 

la capacitación y formación continua de jueces, fiscales, abogados y agentes del orden para garantizar 

la correcta aplicación de la ley y el respeto de los derechos humanos en el sistema penal ecuatoriano. 
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CONCLUSIONES 

El Derecho Penal en Ecuador desempeña un papel fundamental en la protección de la 

sociedad y la promoción de la justicia y los derechos humanos. La importancia de este sistema se 

refleja en su capacidad para establecer un orden social, donde los actos delictivos son perseguidos y 

sancionados de manera justa y equitativa. El marco legal penal ecuatoriano, que incluye la 

Constitución de 2008 y el Código Orgánico Integral Penal (COIP) de 2014, proporciona una 

estructura robusta para abordar una variedad de delitos, garantizando al mismo tiempo la protección 

de los derechos fundamentales de los acusados y las víctimas. La Constitución garantiza derechos 

esenciales como la presunción de inocencia, el derecho a un juicio justo y la prohibición de tratos 

crueles, inhumanos o degradantes. Estos principios son fundamentales para asegurar que el sistema 

penal no solo castigue a los delincuentes, sino que también promueva su rehabilitación y reintegración 

en la sociedad, contribuyendo así a una paz social sostenible y a la confianza en el sistema judicial. 

A través de un análisis integral del marco legal penal en Ecuador, es posible identificar áreas 

de mejora y oportunidades para fortalecer el sistema penal y garantizar su efectividad y equidad. Entre 

los desafíos más destacados se encuentra el problema del hacinamiento carcelario, que no solo afecta 

las condiciones de vida de los reclusos, sino que también impide la implementación eficaz de 

programas de rehabilitación. El hacinamiento en las cárceles ecuatorianas se ha convertido en un 

obstáculo significativo para la reforma del sistema penal, requiriendo soluciones innovadoras y 

sostenibles para garantizar condiciones dignas y seguras para los internos. Además, la falta de 

recursos adecuados para la defensa pública y la existencia de corrupción dentro del sistema judicial 

son problemas críticos que deben abordarse. La implementación efectiva de tecnologías como la 

vigilancia electrónica y el uso de medidas alternativas a la prisión también enfrentan barreras debido 

a limitaciones financieras y logísticas. Superar estos desafíos es crucial para mejorar la capacidad del 

sistema penal para proteger los derechos humanos y garantizar que se haga justicia de manera 

eficiente y equitativa. 

Al abordar los desafíos actuales y promover una cultura de respeto a la ley y los derechos 

humanos, Ecuador puede avanzar hacia un sistema penal más justo, eficiente y respetuoso de los 

derechos fundamentales de todas las personas. Esto requiere no solo reformas legislativas y 

administrativas, sino también un esfuerzo concertado para educar a la sociedad sobre la importancia 

de los derechos humanos y la justicia. Es esencial desarrollar programas de sensibilización y 
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capacitación para jueces, fiscales, defensores públicos y personal penitenciario, asegurando que todos 

los actores del sistema de justicia estén debidamente preparados para aplicar los principios de justicia 

y equidad en su labor diaria. Además, es fundamental fomentar la participación activa de las víctimas 

en el proceso penal, garantizando que sus voces sean escuchadas y que sus derechos sean respetados 

y protegidos. Con un enfoque integral y un compromiso firme con la justicia y los derechos humanos, 

Ecuador puede continuar avanzando hacia un sistema penal que no solo sancione los delitos, sino que 

también promueva la rehabilitación y reintegración social de los infractores, contribuyendo así a una 

sociedad más justa y equitativa para todos. 
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